
ficha informativa no. 12

ESPaÑa
Con motivo de la comparecencia de España ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Comité DESC) de las Naciones Unidas en mayo de 2012, la presente ficha informativa analiza la situación 
de los derechos económicos, sociales y culturales en España, especialmente tras la crisis económica que 
comenzó a afectar al país en 2007.

El documento subraya el impacto negativo de la crisis económica - y de las respuestas del gobierno a la 
misma - en el disfrute del derecho al trabajo y a unas condiciones laborales decentes en España, donde 
una cuarta parte de la población activa y la mitad de las personas jóvenes se encuentran en situación de 
desempleo. Tal y como muestran los datos, esta situación ha puesto en peligro la capacidad de una gran 
parte de la población para ejercer otros derechos, especialmente el derecho a un nivel de vida adecuado y 
el derecho a una vivienda asequible. El deterioro de una amplia gama de indicadores sociales y económicos, 
incluyendo el marcado aumento de los niveles de pobreza y desigualdad de ingresos, junto con los drásticos 
recortes en el gasto social, apuntan a un retroceso en los derechos arriba mencionados, con gravísimas 
consecuencias en la vida de las personas más vulnerables. Los datos desglosados señalan la existencia de 
marcadas disparidades por motivos de género, edad, nacionalidad, situación geográfica y estatus socio-
económico.

Asimismo se analizan las medidas presupuestarias y fiscales adoptadas por el Estado para hacer frente a la 
crisis. Como consecuencia de las presiones para que España reduzca su déficit fiscal, los sucesivos gobiernos 
han realizado severos recortes presupuestarios y otras reformas con el objetivo de reducir el gasto público. 
Pese a que el gasto social per cápita en España ya era relativamente bajo, los recortes realizados al amparo 
de las medidas de austeridad se han centrado en sectores sociales como la educación, vivienda y seguridad 
social, y también en la cooperación internacional al desarrollo. Los indicadores relativos a los ingresos 
públicos en España, que es la quinta economía europea, muestran que el Estado podría realizar esfuerzos más 
equitativos para generar recursos potenciales como alternativa a las medidas de austeridad, de conformidad 
con su obligación de destinar el máximo de los recursos de que disponga, para la plena efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales, sin discriminación ni regresividad deliberada. El bajo nivel de 
ingresos tributarios como porcentaje del PIB en España, así como la alta tasa de evasión fiscal (que supone 
una pérdida de ingresos anuales que triplica el total de los recortes previstos en los Presupuestos Generales 
del Estado 2012), son factores determinantes que merman la capacidad del Estado de generar los recursos 
necesarios para respetar, proteger y realizar los derechos económicos, sociales y culturales.

Pese a que dichos derechos están garantizados por la Constitución Española como “principios rectores” de 
la política social y económica, las reformas legislativas y presupuestarias realizadas durante los dos últimos 
años han sido implementadas sin una evaluación previa de su impacto sobre los derechos humanos, ni 
tampoco de sus efectos diferenciados en los grupos especialmente vulnerables, tanto en España como en 
los países receptores de la ayuda al desarrollo española. Constituye un motivo de especial preocupación 
el deterioro de los derechos económicos, sociales y culturales de la niñez y de las personas jóvenes, y los 
efectos a largo plazo que pudieran derivarse para ellos.

La comparecencia de España ante el Comité DESC constituye una oportunidad para que el Estado rinda 
cuentas por lo que está haciendo para evitar los retrocesos en estos derechos, incluyendo la consideración 
de medidas alternativas a la austeridad fiscal que respeten y protejan los derechos  de los colectivos más 
afectados por la crisis.

Los datos ofrecidos en esta ficha informativa tienen como objetivo complementar e ilustrar las preocupaciones 
y recomendaciones planteadas por el Centro por los Derechos Económicos y Sociales (CESR) y por otras 
organizaciones no gubernamentales españolas en el Informe Conjunto ante el Comité DESC en marzo de 
2012. Se busca contribuir a los esfuerzos de la sociedad civil para proteger los derechos humanos en épocas 
de crisis económica y asegurar que las estrategias de recuperación social y económica se rijan según las 
normas y principios de los derechos económicos y sociales.
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Tasas de desempleo en España, medias anuales (2006-2011)FIGURA 1

FIGURA 2 Duración del desempleo: número de personas trabajadoras 
desempleadas (2005-2010)

Fuente: Eurostat, 2012a e Instituto Nacional de Estadística de España, 2011b

Fuente: Instituto Nacional de Estadística de España, 2011b

FIGURA 3
Porcentaje de personas empleadas con contrato temporal en 
la UE-15 (2011)

Fuente: Eurostat, 2012a

El desempleo causado por la crisis amenaza el derecho al 
trabajo de una gran parte de la población. 
España posee la tasa de desempleo más alta de todos los 
países de la Unión Europea y de la OCDE, que se ha duplicado 
desde el comienzo de la crisis económica en 2008. La población 
inmigrante y las personas jóvenes tienen una probabilidad 
mucho mayor de estar desempleadas que la población general. 
Datos recientes de 2012 muestran además que una cuarta parte 
de la población activa – y uno de cada dos jóvenes menores de 
25 años - no tiene trabajo. Uno de cada diez hogares en España 
no tiene ningún miembro empleado. El aumento del desempleo 
tiene como resultado el deterioro no sólo del derecho al trabajo, 
sino del derecho a un nivel de vida adecuado que depende de él.

Existe un mayor incremento del grupo de personas en 
situación de desempleo de larga duración.
Más del 40% de las personas desempleadas en España lleva sin 
trabajar un año o más. El desempleo de larga duración en España 
es uno de los más altos de la UE-27, y se ha multiplicado por 
más de cuatro veces desde que la crisis comenzó. Las personas 
en desempleo de larga duración enfrentan mayores prejuicios 
a la hora de la contratación, una situación que puede conducir 
a un aumento de la exclusión social. Situaciones de desempleo 
dilatadas en el tiempo también aumentan la probabilidad de que 
las personas desempleadas agoten los periodos donde tienen 
derecho a percibir prestaciones por desempleo, lo que deja a 
muchas familias dependiendo únicamente de subsidios básicos 
de seguridad social.

España tiene la tasa más alta de población trabajadora 
con contratos temporales de toda la UE-15 y la segunda 
más alta de la UE-27.
Una cuarta parte de la población trabajadora en España tiene 
contrato temporal. A pesar de las reformas llevadas a cabo 
para limitar el encadenamiento de contratos temporales, la 
proliferación de empleos temporales en España ocasiona una 
importante precariedad laboral, que afecta particularmente a 
las personas jóvenes menores de 25 años, las cuales constituyen 
el 58,5% de la población trabajadora con contrato temporal en 
España.

retroceso en el disfrute del derecho al trabajo...

“Preocupa al Comité la precaria situación laboral del gran 
número de personas que tienen contratos temporales breves…” 
(CESCR, 2004)
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Evolución del salario mínimo anual en comparación con el 
salario medio anual (2000-2010)

Salario medio anual desglosado por nacionalidad y sexo (2010)

 Fuente: OCDE, Employment Database, 2011.

Fuente: Agencia Tributaria de España, 2010

El poder adquisitivo de las personas trabajadoras con 
menores ingresos está siendo continuamente reducido.
El salario mínimo es un importante instrumento de protección 
social y un potente indicador de los esfuerzos de los Estados para 
reducir la desigualdad salarial, implantar una remuneración justa 
y asegurar un trabajo digno. Desde que la crisis comenzó, se ha 
reducido el poder adquisitivo de los trabajadores con menores 
ingresos al incrementar sólo ligeramente el salario mínimo nomi-
nal entre 2010 y 2011, y posteriormente congelarlo en 2012, pro-
vocando, por tanto, una disminución de los ingresos en términos 
reales de este grupo. El salario mínimo, que constituye un tercio 
del salario medio, es sensiblemente inferior al umbral establecido 
por el Comité Europeo de Derechos Sociales como una remune-
ración suficiente para garantizar un nivel de vida adecuado. En 
2010, según la Agencia Tributaria Española, el 31% de las perso-
nas asalariadas percibieron salarios equivalentes o inferiores al 
salario mínimo, en comparación con el 27% en 2007. 

El ingreso medio de los hogares ha disminuido, mientras 
que el número de hogares sin ingresos se dispara.
Los ingresos de los hogares han caído fuertemente desde 2008, 
y es probable que este indicador haya seguido disminuyendo en 
2011, debido al aumento del desempleo. Más de medio millón de 
hogares no tuvo ningún miembro perceptor de ingresos durante
2011 - lo que constituye otra tendencia continuada que merma 
el derecho a un nivel de vida adecuado. En 2010 más de la mitad 
de la población española informó encontrarse con dificultades 
económicas para llegar a fin de mes. 

España presenta enormes brechas salariales entre 
nacionales e inmigrantes y entre hombres y mujeres.
En 2010, las mujeres españolas ganaron un 74% del salario medio 
de los hombres españoles, lo que indica la necesidad de redoblar 
esfuerzos para reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres 
en España. La población inmigrante ganó la mitad de la media 
de la población española. Las mujeres inmigrantes percibieron 
únicamente el 40% del salario promedio de los hombres 
españoles, lo que posiblemente evidencia la existencia de formas 
de discriminación múltiple. A día de hoy, España todavía no ha 
ratificado la Convención internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 
la cual garantiza los derechos de los trabajadores migratorios a 
una remuneración justa y equitativa.

“El Comité concluye que la situación de España no cumple con el 
artículo 4§1 [del derecho a una remuneración equitativa] de la 
Carta [Social Europea] puesto que el salario mínimo es manifies-
tamente injusto” (ECSR, 2010)

“El Comité insta al Estado parte a que garantice la igualdad de 
oportunidades para hombres y mujeres en el mercado laboral…
Recomienda que el Estado parte siga adoptando medidas…
para reducir y eliminar las diferencias salariales” (CEDAW, 2009) 

...y del derecho a condiciones dignas de trabajo 

FIGURA 4

Evolución de los ingresos medios anuales por hogar comparado 
con el número total de hogares donde ningún miembro percibe 
ingresos (2007-2011)

Fuente: Instituto Nacional de Estadística de España, 2011a y 2011b

FIGURA 5

FIGURA 6
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Parque de vivienda social de alquiler como porcentaje del parque 
total de vivienda

Fuente: CECODHAS Observatorio Europeo de la Vivienda Social, 2012, y 
Ministerio de Fomento de España, últimos datos disponibles

Más de la mitad de la población denuncia una carga 
económica excesiva debido a los costes de la vivienda en 
España. 
El estallido de la burbuja inmobiliaria fue un factor determinante 
en el surgimiento de la crisis económica en España. Actualmente 
los hogares en España informan de una de las mayores 
sobrecargas económicas debido a los costes de la vivienda de 
toda Europa. Con anterioridad a la crisis, cuando el gobierno 
promocionaba la adquisición de viviendas en propiedad sobre 
regímenes de alquiler, muchas personas contrataron hipotecas. 
Con el aumento del desempleo, muchos hogares en la actualidad 
presentan crecientes dificultades para hacer frente a las cuotas 
hipotecarias. De hecho, el número de ejecuciones hipotecarias 
en España se ha disparado de 25.953 en 2007 a 93.319 en 2009, 
ascendiendo en total a casi 350.000 desde el inicio de la crisis 
(2007-2011).

La disponibilidad de vivienda social es insuficiente para 
garantizar la demanda de vivienda asequible.
El crecimiento económico en España durante la década de 
2000 dependió en buena parte del entonces rentable sector 
de la construcción. La vivienda era considerada como un bien 
lucrativo, y no como un derecho humano. Entre 2001 y 2008 
el parque de vivienda social protegida no se incrementó en la 
misma proporción que el parque total de vivienda libre en el 
mercado. Para muchos grupos con bajos ingresos, la vivienda 
social, aunque subsidiada en su precio de venta, seguía siendo 
inasequible. La oferta de vivienda social es extremadamente 
escasa en España. Con motivo de su visita en 2006, el Relator 
especial sobre la vivienda adecuada, Miloon Kothari, señaló que 
el número de viviendas con alquileres de bajo coste únicamente 
cubría al 35,4% de los hogares pobres, comparado con el 72,8% 
de media en Europa en 2005. Paradójicamente, España posee uno 
los porcentajes más elevados de vivienda vacía de los países de 
la Unión Europea.

La crisis ha tenido consecuencias especialmente graves en 
el derecho a una vivienda asequible de las personas que 
viven en condiciones de pobreza.
La tasa de sobrecargo del coste de vivienda, definido como el 
porcentaje de la población que vive en hogares donde los costes 
totales de vivienda suponen al menos el 40% de su renta dis-
ponible equivalente, ha aumentado de forma continuada desde 
2005. Para aquellas personas que viven en condiciones de po-
breza esta cifra se incrementó del 16% en 2005 al 41% en 2010. 
Ya en 2006, el Relator Especial sobre la vivienda adecuada alertó 
de que muchos grupos vulnerables estaban destinando más del 
40% de sus ingresos al pago de la hipoteca, o estaban incurriendo 
en impago de las cuotas hipotecarias, una situación que el Relator 
calificó de “insostenible a largo plazo” y que podría amenazar el 
derecho a una vivienda adecuada de estos grupos vulnerables.

“…factores económicos y financieros, entre los que cabe mencio-
nar la especulación generalizada, han tenido efectos negativos 
en el derecho a una vivienda adecuada en España. Lo elevado de 
los precios y la falta de parques de vivienda pública, en particular 
de viviendas de alquiler, han afectado a grandes sectores de la 
población.” (Relator especial de las Naciones Unidas sobre la 
vivienda adecuada, Misión a España, 2008).

“Preocupa al Comité el deterioro creciente de la situación de la 
vivienda en el Estado Parte que se describe en el informe (párr. 
388) y la falta de viviendas sociales.” (CESCR, 2004)

Hogares con gran carga económica debido a los costes de vivienda 
en la UE-15 (2010)

Fuente: Eurostat, 2012b

FIGURA 7

Tasa de sobrecargo del coste de la vivienda desglosada por 
situación de pobreza (2005-2010)

Fuente: Eurostat, 2012b

FIGURA 8

FIGURA 9

impacto en el derecho a la vivienda…



 visualizando los derechos: Un perspectiva estadística de los DESc en EspañaESPaÑa 5

Existen importantes diferencias autonómicas en la tasa 
de riesgo de pobreza o exclusión social. Aunque la media 
nacional del indicador de riesgo de pobreza o exclusión social es 
del 25,5%, esta cifra presenta marcadas diferencias dentro del ter-
ritorio español, oscilando entre el 9,7% en Navarra y el 41,5% en 
Extremadura. España adoptó el compromiso de combatir la po-
breza y la exclusión social en la Estrategia Europa 2020, con el ob-
jetivo nacional de reducir entre 1.400.000 y 1.500.000 el número 
de personas en riesgo de pobreza o exclusión social durante el 
decenio 2009-2019. No obstante, las diferencias existentes entre 
las distintas Comunidades Autónomas cuestionan las acciones 
realizadas para asegurar el igual disfrute del derecho a un nivel 
de vida adecuado, sin distinciones territoriales.

La brecha entre ricos y pobres en España ha crecido hasta 
niveles sin precedentes desde el comienzo de la crisis. 
España presenta el nivel más alto de desigualdad de ingresos de 
los países de la UE-15 y el tercer más alto de la UE-27. A diferencia 
de los demás países europeos,  en el caso de España se ha produ-
cido un fuerte incremento de la desigualdad desde 2009. El 20% 
de la población con rentas más elevadas tienen siete veces más 
ingresos que el 20% de la población con rentas más bajas. El au-
mento de la desigualdad junto con el incremento de la pobreza y 
de la exclusión social apunta a la inequidad del sistema tributario. 
Un estudio de la OCDE de 2011 señaló que en España “La fracción 
cada vez mayor del ingreso que perciben los grupos de rentas 
más altas indica que estas personas tienen ahora una mayor capa-
cidad tributaria”. El informe recomienda al Estado “reexaminar la 
función redistributiva de los impuestos a fin de velar por que los 
individuos más acaudalados satisfagan su parte correspondiente 
de la carga fiscal”.

Una cuarta parte de la población y casi un tercio de la 
niñez están en riesgo de pobreza o exclusión social.
España posee uno de los porcentajes más elevados de niños y 
niñas que viven en hogares pobres de los países de la OCDE. 
La pobreza y la exclusión social no se redujeron sensiblemente 
incluso durante la época de crecimiento económico previa 
a la crisis y se han disparado desde 2009. Asimismo, se ha 
incrementado el número de personas trabajadoras afectados por 
la pobreza en España, una tendencia existente con carácter previo 
a la crisis y que se ha agudizado en años recientes. El aumento de 
la tasa de personas trabajadoras afectadas por la pobreza indica 
que los salarios son demasiado bajos como para garantizar un 
nivel de vida adecuado.

Las mujeres, la niñez y las personas mayores constituyen 
los colectivos más susceptibles de ser pobres en España.
Mientras que una de cada cinco personas en España está en ries-
go de pobreza, esta cifra aumenta a más de uno de cada cuatro 
en el caso de los menores de 16 años. La pobreza infantil puede 
implicar formas de privación que den lugar a consecuencias 
graves y duraderas a largo plazo. El porcentaje extremadamente 
elevado de pobreza que afecta a las mujeres mayores indica que 
este colectivo es especialmente vulnerable, sobre todo entre las 
que perciben pensiones mínimas no contributivas.

“El Comité exhorta al Estado Parte a que redoble sus iniciativas 
de lucha contra la pobreza y la exclusión social…” (CESCR, 2004)

Desigualdad en España y en la Unión Europea: Relación entre los 
ingresos del quintil más rico y los del quintil más pobre (2005-2010)

Fuente: Eurostat, 2012b

FIGURA 13

 …y un nivel de vida adecuado

Porcentaje de la población en riesgo de pobreza o exclusión 
social (2005-2010)

Fuente: Eurostat, 2012b e Instituto Nacional de Estadística de España, 2011a

FIGURA 10

“Inquieta especialmente al Comité la situación de los niños de 
familias afectadas por la actual crisis económica, que necesitan 
medidas sociales afirmativas…”. (CRC, 2010)

Porcentaje de la población en riesgo de pobreza o exclusión 
social por Comunidad Autónoma en España (2010)

FIGURA 11
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística, 2011a

Total Nacional 25,5
Andalucía 35,9
Aragón 15,9
Asturias 16,8
Islas Baleares 25,8
Canarias 35,3
Cantabria 19,6
Castilla y León 24,7
Castilla-La Mancha 30,9
Cataluña 19,8
C. Valenciana 26,3
Extremadura 41,5
Galicia 22
Madrid 18,1
Murcia 36,1
Navarra 9,7
País Vasco 15,5
La Rioja 24,8

Porcentaje del riesgo de pobreza por edad y sexo (2010)

Fuente: Instituto Nacional de Estadística de España, 2011a

FIGURA 12
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Abandono educativo temprano y gasto público en educación 
por estudiante por Comunidad Autónoma

 Fuente: Ministerio de Educación, 2010 y 2011

Los recortes presupuestarios en sectores sociales ponen 
en peligro los derechos económicos, sociales y culturales 
y podrían constituir medidas regresivas.
En mayo de 2012 España aprobó los mayores recortes 
presupuestarios de la historia de su democracia, en total €27.300 
millones, más un recorte adicional en salud y educación de 
€10.000 millones. La razón prioritaria aducida para estos recortes 
ha sido la reducción del déficit público y los costes de la deuda 
española. Sin embargo, numerosos expertos han alertado 
de que estos recortes se producirán a expensas de la calidad, 
accesibilidad y sostenibilidad de los servicios sociales básicos. En 
la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado 2012, 
no se ha realizado una evaluación previa del impacto sobre los 
derechos humanos, y el gobierno tampoco ha cumplido con los 
principios  de transparencia, participación y rendición de cuentas 
a la hora de planificarlos.

El gasto social per cápita en España ha sido relativa mente 
bajo. 
A pesar de que España es la quinta economía de la Unión 
Europea, es uno de los países con menor gasto per capita de la 
UE-15 en protección social, salud y educación. Las medidas de 
austeridad implementadas en España son cuestionables dada la 
relativamente escasa inversión social del Estado. La educación, la 
salud y la protección social no sólo se pueden costear sino que 
son sectores clave en los cuales invertir para mitigar los impactos 
negativos de la crisis y asegurar que el crecimiento económico 
futuro sea sostenible y fomente la realización de los derechos 
humanos.

Las Comunidades Autónomas que gastan menos en 
educación presentan las tasas más elevadas de abandono 
escolar temprano.
España posee la tasa de abandono escolar temprano más alta 
de la UE-27 tras Portugal y Malta, el 28,4% en 2010. La Estrategia 
Europa 2020 plantea a los Estados que reduzcan esta cifra al 10% 
o menos para 2020. Existe una correlación negativa evidente 
entre el gasto en educación per cápita y los porcentajes de 
abandono escolar temprano. El porcentaje de abandono escolar 
temprano en Andalucía duplica el del País Vasco y su gasto en 
educación es la mitad que el que destina éste (€5.352 versus 
€10.388, respectivamente). Estas diferencias constituyen motivos 
de preocupación acerca de una posible discriminación geográfica 
en la distribución de recursos destinados a sectores sociales 
descentralizados—en particular la educación.

Gasto anual en protección social, salud y educación per cápita en la 
UE-15 (últimos datos disponibles)

*sin datos para Luxemburgo
            Abreviaturas: Austria (AT), Bélgica (BE), Dinamarca (DK), Francia (FR), Finlandia (FI), Alemania (DE), Grecia (EL), 

Irlanda (IE), Italia (IT), Luxemburgo (LU), Holanda (NL), Portugal (PT), España (ES), Suecia (SE), Reino Unido (UK)
      Fuente: Eurostat, 2012c, UIS/OCDE/Eurostat (UOE), 2010 y OMS, 2009

FIGURA 15

FIGURA 16

 España está retrocediendo en la inversión social…

  Recortes en los Presupuestos Generales del Estado correspondientes 
a partidas sociales y otros. Variación porcentual (2010-2012)

Fuente: Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 2012

FIGURA 14

“El Comité insta al Estado para que vele por que se protejan las 
partidas presupuestarias prioritarias destinadas a la infancia 
frente a los cambios de niveles de recursos en las prioridades del 
presupuesto (…) incluso en épocas de crisis”. (CRC, 2010)

“El Comité recomienda al Estado parte que redoble sus esfuerzos 
por reducir la tasa de deserción escolar prematura y tome 
las medidas necesarias para que los niños terminen su esco-
larización, entre otras cosas combatiendo las razones de la 
terminación prematura de la escolarización mediante acciones 
concretas”. (CRC, 2010)
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Ingresos públicos y desigualdad en Europa (2010)

Fuente: Eurostat, 2012b y 2012d

España podría realizar mayores esfuerzos para movilizar 
recursos disponibles con el objetivo de reducir la 
desigualdad y garantizar los derechos.
La alta tasa de desigualdad en España – basada en el coeficiente 
Gini, un indicador de la distribución de ingresos en una sociedad 
– vista a la luz de bajos niveles de ingresos públicos como 
porcentaje del PIB –  sugiere que el gobierno podría aumentar los 
ingresos tributarios que percibe para cumplir con su obligación 
de usar y generar el máximo de los recursos de que disponga para 
lograr la plena efectividad de los derechos sociales y económicos, 
sin discriminación. Las medidas de austeridad implementadas 
tras la crisis se han centrado en los recortes del gasto público, 
y no tanto en incrementar los ingresos a través de reformas 
fiscales progresivas destinadas a asegurar que los sectores de la 
población con mayores ingresos contribuyan de forma equitativa 
al erario público.

El gran tamaño de la economía sumergida en España 
constituye una pérdida importante de ingresos públicos.
España posee una de las mayores economías sumergidas de 
la UE-15. La economía sumergida, definida como la actividad 
económica cuya naturaleza es evasora desde la perspectiva fiscal, 
ha supuesto una pérdida de ingresos de €88.000 millones en 
2010, según estimaciones del Sindicato de Técnicos del Ministerio 
de Hacienda (GESTHA). Tax Justice Network sitúa a España como 
uno de los diez países con mayor pérdida, en términos absolutos, 
de ingresos fiscales debido a la evasión fiscal. El no aprovechar 
estos recursos de forma más equitativa no sólo repercute 
negativamente en la calidad de los servicios y bienes públicos, 
sino que también supone una carga tributaria desproporcionada 
sobre aquellos individuos y pequeñas empresas que sí que 
cumplen con sus obligaciones fiscales, dando lugar a desigualdad 
tributaria.

FIGURA 17

Tamaño de la economía sumergida como porcentaje del PIB 
entre los países de la UE-15 (2006)

La evasión fiscal y los recortes presupuestario en España (2012)

FIGURA 18

… a pesar de la existencia de medidas alternativas a la austeridad

Fuente: Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 2012 y GESTHA, 2011

La lucha contra la evasión fiscal para reducir el déficit 
público supone una alternativa frente a los recortes 
presupuestarios.
Según cálculos de GESTHA, si España redujese el tamaño de 
su economía sumergida en diez puntos porcentuales, situaría 
a ésta en el nivel promedio de los países de la Unión Europea, 
lo que permitiría la generación adicional de €38.000 millones al 
año, una cifra que supera la cantidad total de los recortes en los 
Presupuestos Generales del Estado para 2012. Más que adoptar 
medidas de austeridad que vulneren derechos económicos 
y sociales, desde una óptica de derechos humanos, el Estado 
debería realizar mayores esfuerzos para generar recursos de 
forma no discriminatoria. Estas medidas deberían incluir un 
compromiso firme para combatir la evasión fiscal, especialmente 
la evasión fiscal realizada por grandes empresas y fortunas, 
quienes, según GESTHA, son responsables del 72% de la evasión 
fiscal en España.

FIGURA 19

Fuente: Banco Mundial, 2010
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Acerca de esta serie de fichas 
informativas

EEsta serie pretende contribuir a los diversos esfuerzos 
que realizan los mecanismos de derechos humanos de 
la ONU y otros mecanismos intergubernamentales para 
verificar el cumplimiento de los Estados con respecto a 
sus obligaciones en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales. También pretende contribuir al 
fortalecimiento de la capacidad de ONGs nacionales e 
internacionales en sus labores de monitoreo.

Utilizando datos socioeconómicos actualizados, estas 
fichas exponen, analizan e interpretan algunos indica-
dores de desarrollo humano a la luz de las obligaciones 
de los Estados en materia de derechos económicos 
y sociales. Las fichas no pretenden dar una imagen 
exhaustiva ni proporcionar pruebas concluyentes sobre 
el cumplimiento del Estado con dichas obligaciones. 
Su objetivo consiste en identificar algunas cuestiones 
objeto de preocupación que surgen al analizar y 
visualizar las estadísticas de desarrollo a la luz de los 
estándares internacionales de derechos humanos.
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vulneraciones de derechos económicos, sociales y cul-
turales a través de una combinación interdisciplinar de 
análisis legal y socioeconómico. CESR aboga por cam-
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que éstos cumplan con las normas básicas de derechos 
humanos.
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